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REsuMEN
El presente artículo es fruto de una investigación desarrollada en el marco del se-

millero de investigación Infancia y derechos, que buscó analizar la representación me-
diática del proyecto de ley de cadena perpetua para abusadores sexuales de niños, ni-
ñas y adolescentes (nna), en el periódico El Tiempo, entre 2008 y 2012. La investigación 
denominada “Análisis de cubrimiento del proyecto de ley de cadena perpetua para 
agresores sexuales de niños, niñas y adolescentes”, en el diario El Tiempo (2008-2012) 
se desarrolló con una metodología cualitativa, en la que se plantearon cinco categorías 
de análisis con sus respetivos indicadores. Se propuso como objetivo de investigación 
establecer la manera como se hizo el cubrimiento del mencionado proyecto de ley en 
el medio de comunicación de cobertura nacional, El Tiempo.
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INTRODuCCIóN 

En Colombia se han dado varias transforma-
ciones relacionadas con la niñez; entre ellas 
se encuentra el cambio de ley en la cual se 

pasó del Código del Menor con el Decreto 2737 de 
1980 al conocido Código de Infancia y Adolescen-
cia con la Ley 1098 del 2006.

El cambio de ley permitió que el Código de 
Infancia y Adolescencia planteara nuevos aspec-
tos, tales como la protección integral en la que se 
empezó a reconocer la titularidad de los derechos 
humanos de los niños. Además de ello, prescribió 
el término menor para sustituirlo por niño, niña 
o adolescente como persona autónoma e inde-
pendiente. Del mismo modo, se hizo obligatoria 
la generación de políticas sociales para garantizar 
los derechos de los niños y prevenir su vulnera-
ción, logrando así establecer la responsabilidad 
de la protección del niño simultáneamente en la 
sociedad, la familia y el Estado, concluyendo de 
esta manera que los derechos de los niños deben 
prevalecer sobre los de los demás. 

El presente estudio se desarrolló con infor-
mación del periodo comprendido entre el 9 de 
abril de 2008 y el 18 de junio de 2012, cuando se 
inició la propuesta de cambio legislativo mencio-
nada y su respectiva ruta jurídica. El corpus estuvo 
constituido por 34 notas periodísticas, la totalidad 
del material encontrado en el diario El Tiempo. 

La pregunta problema de esta investigación 
fue: ¿Cómo presentó el periódico El Tiempo la no-
ticia del proyecto de ley de cadena perpetua? 

El análisis cumple con los requisitos de 
una investigación cualitativa de tipo documental. 
Fernández, Hernández y Baptista (2010) definen 
que este tipo de investigación, se elige cuando se 
quiere comprender la “perspectiva” de algún fe-
nómeno. Tal análisis fue planeado con objetivos 
claros, como mirar la profundización de las notas 
periodísticas encontradas, discriminar el enfoque, 
determinar la aceptación o rechazo, entre otros.

vIDAs AFECTADAs
Entre 2008 y 2012 en Colombia, han acu-

dido 85.229 posibles víctimas de delitos sexuales 
ante el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Fo-
renses (Forensis, 2008, 2009, 2010, 2011) a prac-
ticarse el examen sexológico que determine si es 
posible hablar jurídicamente de un delito sexual, 
de los cuales 61.881 exámenes son practicados a 
niños, niñas y adolescentes menores de 14 años 
(nna), pudiendo establecerse por parte de los or-
ganismos encargados de la investigación de este 
tipo de hechos que las personas que presentan 
mayor vulnerabilidad son los menores de edad.

Las características de las formas como ocu-
rren los delitos sexuales, varían según el rango de 
edad de las víctimas. Es así como entre los niños 
de 0 a 4 años durante el 2011 se efectuaron 2.872 
exámenes sexológicos (Forensis, 2011: 213), cuyos 
agresores pudieron ser las personas de la familia 
o los conocidos, mientras que, en menor propor-
ción, se presentaron otros casos cuyo agresor fue 
un desconocido1.

Es importante mencionar que los delitos 
sexuales no son un tema de ocurrencia en las 
ciudades exclusivamente, donde sucedió el 85% 
de los casos y aunque solo el 15% se reportó en 
las zonas rurales, el número puede ascender dado 
que en muchos lugares es un comportamiento ha-
bitual al interior de la familia, que no se denuncia. 

Ahora bien, cuando se habla de delitos 
sexuales, realmente ¿a qué se hace referencia? 
Mencionar la palabra delito según Pabón (2005), 
refiere a que el comportamiento se hizo contra la 
voluntad del otro, es decir, valiéndose de la fuerza, 
o que se utilizaron engaños. 

Según Noguerol (2005), estas conductas 
comprenden una serie de actos en los cuales se 
utiliza generalmente el poder, la fuerza física o 
la incapacidad de resistir. El abuso sexual abarca 
una amplia gama de relaciones y comportamien-
tos que van desde el contacto físico, como son la 
penetración o las caricias en las áreas genitales, 
hasta aquellos más sutiles, como besos en la boca 
o cualquier otra parte del cuerpo.

Otro tipo de conductas son las que no refie-
ren a tener contacto, como son exhibirse con fines 
sexualmente insinuantes, masturbarse en presen-

1. otro grupo se encuentra en el rango de edad com-
prendido entre los 5 y los 9 años, en el que se realizaron 
5.868 exámenes sexológicos, cuyo agresor pudo ser un 
familiar, un conocido o un desconocido.en las edades 
comprendidas entre los 10 y 14 años, los nna son más 
vulnerables para presentar agresiones sexuales, en este 
grupo se hicieron 8.297 exámenes en medicina legal, 
pero ingresaron como posibles agresores los amigos, las 
parejas sentimentales, y los lugares se volvieron más diver-
sos (forensis, 2011: 213).

En lo que refiere a los actos 
sexuales con menor de 14 años, 
se han presentado modificaciones 
importantes, se incrementaron las 
sanciones y la Corte suprema de 
Justicia planteó que los hechos 
sexuales abusivos no requerían 
ser violentos para que se pudiera 
solicitar mayor pena.
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cia de un niño o niña, producir material porno-
gráfico con el nna, mostrarle material pornográfi-
co, espiarlo mientras se viste y/o se baña, dirigirle 
repetidos comentarios seductores o sexualmente 
explícitos o realizar llamadas telefónicas obscenas 
(Gutiérrez, 2007).

Para el Instituto Colombiano de Investiga-
ción de Familia y Población –iCiFaP– (1994, citado 
por Vargas, 1995), el abuso sexual es “todo acto 
de tipo sexual (con o sin contacto) entre un niño o 
niña (hasta los 18 años) y un púber, adolescente o 
adulto, al menos cinco años mayor, con el cual se 
pretenden satisfacer las necesidades sexuales del 
abusador o de un tercero” (p. 127).

Al hablar de los delitos sexuales, es necesa-
rio partir de la libertad sexual, entendida por el 
ordenamiento jurídico según Pabón (2005), como 
la facultad y derecho de elegir, aceptar, rechazar y 
autodeterminar el comportamiento sexual, con ne-
cesaria sujeción a los conceptos éticos de la comu-
nidad y al respeto de los derechos ajenos (p. 127).

De acuerdo con Pabón (2005), las leyes 
colombianas han hecho una clara diferenciación 
entre la libertad sexual y la seguridad sexual, y las 
define de la siguiente manera:

La libertad sexual como anteriormente se 
mencionó es la facultad de elegir, aceptar, recha-
zar y auto determinarse sexualmente, siendo el 
bien jurídico a proteger en mayores de edad.

Por su parte, la seguridad sexual se consti-
tuye en el bien jurídico protegido en menores de 
edad que tienen experiencia sexual, así haya sido 
bajo su consentimiento; dado que en esta etapa 
evolutiva el niño, niña o adolescente no tiene la 
facultad para ejercer su libertad sexual, es de-
cir, en términos de derechos sexuales se hace 
mención a la capacidad de control y disfrute del 
cuerpo (p. 134).

Respondiendo al principio de seguridad 
jurídica, en el país ha sido prioritario salvaguar-
dar los derechos de los menores de edad, siendo 
sancionados los que lo quebrantan, aunque la 
pena era minúscula en comparación con el daño 
ocasionado a la víctima. 

Ahora bien, en lo que refiere a los actos 
sexuales con menor de 14 años, se han presen-
tado modificaciones importantes, se incrementa-
ron las sanciones y la Corte Suprema de Justicia 
planteó que los hechos sexuales abusivos no re-
querían ser violentos para que se pudiera solici-
tar mayor pena.

En el año 2006, la Ley de Infancia y Ado-
lescencia, en el artículo 192, manifestó que en 
hechos delictivos en los que esté involucrado un 
niño, niña o adolescente se deben tener en cuen-
ta los principios del interés superior del niño2, y 
la prevalencia de sus derechos3. Adicionalmen-
te, mediante esta ley quedó establecido que no 
habría ningún tipo de beneficio jurídico para 
el agresor cuando un niño, niña o adolescente 
fuera víctima de un delito, es decir, no tendría 
ningún tipo de rebaja en su pena, ni tampoco 
pueden aplicarse descuentos por trabajo o edu-
cación (Art. 199 ley 1098 de 2006).

No obstante lo antes mencionado, y a pe-
sar de todas las directrices que en el ámbito legal 
se han realizado, los abusos sexuales a nna son 
más frecuentes de lo que socialmente se cree y 
los cambios en severidad de la sanción no han 
logrado la reducción del delito. Para algunos 
expertos, como Álvarez-Correa, Parra, López y 
Arciniegas, los cambios en materia de años de 
sanción se convierte en una salida simplista a la 
gravedad del problema; para otros, asegurarse 
de que los agresores no podrán volver a cometer 

2. el principio del interés superior del niño o niña, enten-
dido como un conjunto de acciones y procesos tendientes 
a garantizar un desarrollo integral y una vida digna, así 
como las condiciones materiales y afectivas que les per-
mitan vivir plenamente y alcanzar el máximo de bienestar 
posible (cillero, 1998).

3. prevalencia de derechos, considerado principio rector 
del ordenamiento normativo que consagra los derechos 
de las nna, ubicándose en un rango superior en el ámbito 
nacional e internacional por las condiciones especiales en 
las que se encuentran los menores, de tal manera que im-
plica la adopción de medidas específicas con el propósito 
de que gocen efectivamente de los derechos y garantías 
(aguirre y pabón, 2008).

En un país en donde no se respeta la vida y la muerte es el 
común denominador, surgen propuestas absurdas de ignorantes 
en materia criminológica, quienes gestan movimientos para que a 
través del referéndum se realice una modificación a la Constitución 
nacional con el fin de imponer cadena perpetua a violadores y 
abusadores de menores, como si con ello se diera solución a la 
descomposición social en la que vivimos.  
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este delito teniéndolos recluidos se vuelve en la 
más segura alternativa4. 

En este sentido, la política criminal, según 
Garrido (2001), es entendida como la acción pla-
neada que contiene procedimientos preventivos y 
represivos contra el crimen; por lo tanto, implica 
un discurso orientado que propone un conjunto 
de estrategias o procedimientos por medio de los 
cuales el Estado y la sociedad organizan sus res-
puestas al problema de la criminalidad, para el 
tema que nos ocupa, los delitos sexuales. 

Respondiendo a la complejidad del pro-
blema y a la ocurrencia del homicidio de Luis 
Santiago5, se empezó a hablar de un cambio le-
gislativo en el país, es decir, un giro en la política 
criminal, aspecto trascendental y relevante para 
ser discutido por las diferentes ramas del poder.

No obstante, se resaltó que esta denomi-
nación, política criminal, en el tema de los deli-
tos sexuales a nna, tan solo se mencionó en seis 
artículos del diario El Tiempo, durante 4 años de 
estudio (2008-2012), siendo uno de ellos una co-
lumna de opinión emitida por un experto en el 
tema, donde resalta:

“En un país en donde no se respeta la vida, 
y la muerte es el común denominador, surgen 
propuestas absurdas de ignorantes en materia 
criminológica, quienes gestan movimientos para 
que a través del referéndum se realice una modi-
ficación a la Constitución nacional con el fin de 
imponer cadena perpetua a violadores y abusado-
res de menores, como si con ello se diera solución 
a la descomposición social en la que vivimos” (El 
Tiempo, 6 de octubre de 2008).

En este sentido, la propuesta que empezó 
a surgir en el año 2008 respondió más que a una 
visión seria y académicamente debatida, a unos 
intereses políticos particulares, marcados por las 
jornadas electorales a las que por esos días se so-
metía el país, en las que un tema tan sensible como 
ser menor de edad y víctima desempeñó un papel 

4. sin embargo, el tema amerita hablar de la atención de 
los agresores de delitos sexuales. el encargado de realizar 
el proceso de rehabilitación es el instituto nacional peni-
tenciario y carcelario, no obstante Álvarez-correa, lon-
doño, lozano, bejarano, soler y ochoa (2004) enfatizan 
que la cárcel por sí misma no constituye una intervención 
y tratamiento para los abusadores sexuales y recalcan el 
hecho de contar con tan bajo número de profesionales 
que atienda a los internos, hace que no se efectúe inter-
vención alguna. 

5. luis santiago es un niño de 11 meses de edad que fue 
secuestrado el 24 de septiembre de 2008 por su propio 
padre, quien salió a medios de comunicación a pedir por 
la liberación de su hijo. días después, en la vereda de 
tíquiza (chía), apareció el cuerpo sin vida del niño, quien 
aparentemente fue asfixiado.

importante para lograr notoriedad, actualidad 
y popularidad en los medios y, en consecuencia, 
elevar el reconocimiento político en la sociedad.

El cambio legislativo hacía referencia a una 
modificación en los regímenes sancionatorios, es 
decir, en la pena o sanción a la que se someterían 
los agresores sexuales y los procedimientos nece-
sarios para proteger tales bienes jurídicos, la se-
guridad sexual de los niños, niñas y adolescentes6. 

6. La propuesta refirió a la aplicación de la cadena per-
petua, de una pena privativa de libertad con carácter 
indefinido, siendo en el mundo cuestionado y al mismo 
tiempo aceptada por diferentes Estados. Entre los paí-
ses que tienen legalizada la cadena perpetua se en-
cuentra Canadá estando de forma obligatoria en casos 
de asesinato, otros de ellos son México y Perú donde 
también se hace obligatorio en casos de homicidio; no 
obstante, hay otros países como España que no lo tie-
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Gilma Jiménez se desempeñaba como con-
cejala de Bogotá en el año 2006 y en el ejercicio de 
sus funciones logró acuerdos tales como la Prohi-
bición de las Chiquitecas (Acuerdo 209 de 2006) y 
la creación de los Muros de la Infamia7 (Acuerdo 
280 de 2007). Con estos antecedentes, en 2008, 
cuando ya fungía como senadora del Partido Ver-
de, se convirtió en la vocera del Comité Promotor 
del Referendo que propuso modificar el artículo 
34 de la Constitución para poder castigar hasta 
con prisión perpetua a los asesinos, violadores 

ne contemplado en sus leyes penales o Venezuela, donde 
esta clase de pena no existe. en colombia, desde hace 
varios años, se ha intentado introducir una reforma cons-
titucional, es decir, efectuar una modificación al artículo 
34 que prohíbe la prisión perpetua. la mayoría de estas 
propuestas se han encaminado a aplicar esta pena a quie-
nes cometan delitos en contra de menores de 14 años, 
especialmente aquellos que atenten contra la vida, la in-
tegridad física y contra la libertad, integridad y formación 
sexuales. 

7. esta medida consistió en la publicación de fotos y nom-
bres de violadores en medios de comunicación y en va-
llas colocadas en calles y avenidas de bogotá, como un 
mecanismo preventivo, aprobado por el concejo distrital. 
los muros de la infamia fueron rechazados por la corte 
constitucional, argumentando que afectaba los derechos 
a la dignidad de la persona humana, por ser una medida 
desproporcionada, teniendo en cuenta que hay otros me-
dios con los que se puede asegurar el cumplimiento del 
propósito de prevención. además afectaba los derechos 
de las víctimas, debido a que exponía permanentemente 
a la víctima con su violador y no permitía resarcir el daño 
causado (El Tiempo, 2 de enero de 2008).

y secuestradores de niñas y niños8. El referendo 
buscaba modificar el artículo 34 de la Constitu-
ción que prohíbe en el país la cadena perpetua a 
cualquier persona. Se instauró en Colombia con 
un número cercano a las 250.000 firmas, pero a 
pesar de los esfuerzos del Congreso la aprobación 
de la cadena perpetua mediante acto legislativo 
no se logró9. 

8. el 25 de junio de 2008, se realizó el lanzamiento del 
comité promotor del referendo, encabezado por gilma Ji-
ménez y conformado por quienes en ese momento repre-
sentaban a la fiscalía general de la nación (fgn), mario 
iguarán; a la procuraduría general de la nación (pgn), 
edgardo maya; al instituto nacional de bienestar fami-
liar (icbf), elvira forero, y a figuras como el codirector del 
diario El Tiempo, Rafael santos; el director de la revista 
Cambio, Rodrigo pardo; el director de la revista Semana, 
alejandro santos, y el director de cm&, yamid amat, en-
tre otros (El Tiempo, 25 junio 2008).

9. el proyecto fue aprobado en primer debate el 23 de 
abril de 2009 y el 6 de mayo en segundo debate en la 
plenaria de la cámara de Representantes. en junio del 
mismo año fue aprobado en tercer y cuarto debates, así 
como el informe de conciliación de senado y cámara. no 
obstante, el 25 de mayo de 2010 la corte constitucio-
nal declaró inconstitucional la ley de Referendo por dos 
errores en el trámite del proyecto de ley en el congreso. 
corregidos los errores señalados por la corte, se dio inicio 
nuevamente al trámite, siendo negado por la comisión 
primera de la cámara en septiembre del año 2011. final-
mente, en el año 2012, como respuesta al trámite fallido, 
se presentó públicamente la posibilidad de instaurar una 
acción frente a un tribunal internacional.
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METODOLOGíA DE 
LA INvEsTIGACIóN

Para la recolección de información de la 
presente investigación, se realizó un estudio do-
cumental del diario El Tiempo en el periodo com-
prendido entre 2008 y 2012. Además de ello, se 
efectuaron tres entrevistas a expertos en el tema: 
Miguel Álvarez-Correa, del Instituto de Estudios 
del Ministerio Público; Javier López, abogado 
constitucionalista, y Sandra Parra, psicóloga ex-
perta en temas de delitos sexuales.

Desde esta óptica se plantearon tres objeti-
vos específicos:

Identificar la manera como se realizó la 
profundización de la noticia en el proyecto de ley 
de cadena perpetua para abusadores sexuales.

Establecer el desarrollo cronológico que 
hizo el periódico El Tiempo en el cubrimiento del 
proyecto de ley de cadena perpetua.

Mostrar el manejo del lenguaje con el que 
se transmitió la información relacionada con el 
proyecto de ley de cadena perpetua para abusa-
dores sexuales.

Para el logro de estos objetivos se genera-
ron cinco categorías de análisis de información: 
continuidad, relevancia, impacto social, polémi-
ca y poder. Cada una contenía sus respectivos 
indicadores. 

REsuLTADOs
El análisis de resultados se realizó par-

tiendo del marco conceptual, de las categorías 
planteadas y de lo expresado en los 34 artículos 
noticiosos encontrados en el periódico El Tiempo, 
en el lapso comprendido entre el 2008 y el 2012, 
periodo en el cual surgió la iniciativa del proyecto 
de ley y se desarrolló su ruta jurídica, permitiendo 
responder a la pregunta central de la investiga-
ción y a los objetivos planteados.

En la categoría de análisis continuidad, es 
decir, la cobertura que hizo nuestra fuente de es-
tudio, se encontró que en su agenda mediática se 
logró posicionar el tema de la cadena perpetua 
y el referendo desde la óptica del respaldo a esta 
postura política-social. 

De acuerdo con lo planteado por Martínez 
(2005), el factor mediático refiere a que lo que se 
considera como realidad, depende de criterios 
convencionales dentro de ciertos sistemas socia-
les y no de una realidad como tal, ya que en los 
procesos perceptivos “la realidad para todos no es 
más que fruto de un consenso”. Este factor se evi-
denció desde el manejo de un discurso abierto de 
favorabilidad hasta en el mismo seguimiento dado 
a lo que sucedió en la agenda legislativa; así, por 
ejemplo, el año con más publicaciones referentes 
a este tema fue 2008 con 19 artículos, cuando la 

cadena perpetua inició su proceso de promoción 
como alternativa de castigo para los agresores de 
menores de edad de los delitos de homicidio, se-
cuestro, lesiones personales y abuso sexual.

En 2009, cuando se radicó el proyecto en 
la Cámara de Representantes, aparecieron cinco 
artículos y en 2011, año en el que se retomó la ini-
ciativa de la recolección de firmas para convocar 
directamente el referendo, cinco artículos más. 

El diario utilizó diversos mecanismos para 
resaltar la relevancia del tema; así, por ejemplo, 
se puede leer en uno de sus titulares: “60 mil fir-
mas busca recoger el Meta para respaldar cadena 
perpetua a violadores de niños”, seguido de un 
lead lo suficientemente argumentativo como para 
provocar el apoyo de la comunidad.

Otro recurso utilizado de manera constan-
te fue el uso de cifras sobre víctimas, relatos de 
hechos ocurridos e impunidad, entre otros, donde 
se resaltó la vulnerabilidad de los niños, niñas y 
adolescentes. 

El 73,52% de la muestra estuvo confor-
mada por noticias10 en las cuales lo más relevan-
te está en el inicio del texto y desciende el nivel 
de importancia. Esto implica que en un porcen-
taje mayoritario el tema fue abordado a profun-
didad; no obstante, como se observará más ade-
lante el tono de la noticia plantea el interés del 
medio. Tan solo el 6% correspondió a columnas 
de opinión.

Otro aspecto importante por subrayar se 
refiere al uso de palabras repetidas en los artícu-
los que permitieron generar cuatro indicadores: 
Gilma Jiménez, promotora del proyecto; cadena 
perpetua, el objetivo primordial del cambio legis-
lativo; referendo, como mecanismo participativo, 
y política criminal, como entidad de discusión.

El conteo se realizó mediante la frecuencia 
de aparición. En este sentido, la palabra de mayor 
uso fue la cadena perpetua, siendo constante su 
referencia al abordar el tema. Caso contrario ocu-
rrió con el referendo que, aunque fue nombrado 
desde el inicio del lanzamiento del proyecto de 
ley, fue a partir de 2009 cuando adquirió mayor 
relevancia, aspecto relacionado con el riesgo de 
archivar el referendo por el Senado, hecho que 

10. entendidas como aquellos escritos que se soportan 
en cifras, testimonios, parafrasea personajes, desarrolla 
las cinco W (qué, cuándo, dónde, quién y por qué) más 
la H (cómo); así mismo, su estilo de escritura se efectúa 
de acuerdo con la pirámide invertida. pirámide invertida, 
este método consiste en colocar lo más importante de la 
información en el primer párrafo y los detalles de la no-
ticia se van desarrollando en los siguientes, de mayor a 
menor importancia, donde se plantean las cinco W (qué, 
cuándo, dónde, quién y por qué) y la H (cómo). este mo-
delo pertenece a la escuela más tradicional del periodis-
mo norteamericano.
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reflejó la intensión del medio de hacer total énfa-
sis en el objetivo primordial del proyecto y gene-
rar recordación en el lector.

En lo que refiere a la categoría de análisis 
polémica, es decir, la generación de controversia, 
el periódico El Tiempo mostró una marcada ten-
dencia a exhibir las posturas de quienes apoyaron 
el referendo. Esta tendencia también se utilizó 
como un medio para generar seguidores.

Ahora bien, el aspecto que generó mayor 
controversia consistió en el núcleo del cambio le-
gislativo, es decir, la modificación constitucional 
del artículo 34 que pretendió incluir una excep-
ción a la imposición de las penas, a partir de la 
cual, para ciertas conductas típicas (delitos) fuese 
procedente la prisión perpetua.

Merecen particular atención dos confron-
taciones que generaron eco en el diario: en pri-
mer lugar, el cambio de posición del senador Héc-
tor Elí Rojas (ponente del proyecto) y su posterior 
disidencia de la propuesta; en segundo lugar, la 
separación de visiones del en ese momento pre-
sidente Álvaro Uribe Vélez, quien no respaldó la 
iniciativa y de su vicepresidente, Francisco Santos. 

En lo que refiere a la aceptación o recha-
zo dentro de la colectividad, que constituye el se-
gundo indicador de esta categoría, es primordial 
establecer que el “uso” de los relatos o la referen-
cia de los hechos acontecidos a las víctimas fue 
un recurso utilizado con mayor frecuencia para 
lograr conectar emocionalmente al lector con la 
propuesta de la cadena perpetua.

Estas muestras emotivas de indignación y 
exaltación generaron en la población mayor res-
paldo a las propuestas de la senadora, es decir, 
produjeron impacto social, referida a la cuarta 
categoría de análisis de este estudio. Así las cosas 
es importante mencionar que el 57% de los ar-
gumentos presentados en los artículos fueron de 
aprobación, el 12% fueron neutros y el restante 
31%, de rechazo, reafirmando nuevamente cómo 
se tuvo mayor presencia de consultas a favor de la 
propuesta legislativa11.

Es claro que este medio de comunica-
ción en ninguno de sus pronunciamientos hizo 
referencia a los cambios que generó un hecho 
violento de las dimensiones de un abuso sexual 
en las vidas de sus protagonistas. Ninguno de los 
ponentes de sus ideas, ni en pro ni en contra, del 
cambio legislativo mencionó lo que ocurre con 
las víctimas en cuanto a sus procesos de inter-
vención y recuperación.

La transmisión de la realidad respecto a las 
agresiones sexuales a nna, se vio seriamente con-
taminada por la posición del diario y por el entor-
no político que subyace al proyecto. Es así como 
el tema tuvo eco durante la etapa pre- electoral y 
electoral pero una vez superado este peldaño po-
lítico, el tema se convirtió en uno más, entre mu-
chos de los cuales homicidios, agresiones sexuales, 
secuestros a nna siguió siendo una constante.

En este orden, se ingresó a la última cate-
goría de análisis, el poder, refiriendo a los pro-
nunciamientos que realizaron líderes políticos al 
expresar su posición; las ramas del poder públi-
co fueron representadas por sus voceros y par-
tícipes, sin excepción, bien sea que su posición 
fuera a favor o en contra del proyecto de ley.

Dentro de las personas a favor, los que 
con mayor frecuencia se citaron fueron el comi-
té organizador, la Fiscalía General de la Nación, 
bajo el liderazgo de Mario Iguarán, quien fue 
uno de los más acérrimos promotores del refe-
rendo, y el congresista David Luna, integran-
te del comité. Una vez se realizó el cambio de 
fiscal General de la Nación y entró a ocupar 
este cargo Viviane Morales, solo se registró una 
mención en la que se opuso a la cadena perpe-

11. aquí es importante recordar lo planteado por Rodrigo 
(1999) respecto a que los medios de comunicación sue-
len presentarse como simples transmisores de la realidad 
social, y al mismo tiempo se muestran como presentes y 
expertos. sin embargo, no deben olvidar que son produc-
tores de información que interpreta fenómenos sociales, 
describiendo la realidad social e interpretándola, tal como 
se observó en el titular del 9 de octubre de 2008: “la fir-
matón, un llamado por la cadena perpetua”, haciendo es-
pecial énfasis en la reacción social al proyecto de ley para 
que, como lo mencionaron, no naufragara la iniciativa.
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tua, lo cual generó un cambio de perspectiva a 
los anteriores planteamientos.

En contraste con lo anterior, el personaje 
más citado del grupo de opositores fue el presi-
dente de la República en ese momento Álvaro 
Uribe Vélez, con nueve pronunciamientos refe-
ridos al tema.

La institución encargada de velar por los 
derechos de la infancia y la adolescencia, iCbF, 
en cabeza de su directora Elvira Forero fue nom-
brada por el diario en cinco ocasiones, presen-
tando más notoriedad otras instituciones, como 
la Fgn y la Pgn.

Así mismo, en los planteamientos que hi-
cieron quienes toman las grandes decisiones polí-
ticas, temas como el hacinamiento en las cárceles, 
la ausencia de una propuesta de intervención a 
agresores sexuales, la falta de política criminal, la 
incursión como agresores en este tipo de hechos 
en población cada vez más joven, la ausencia de 
respuesta y presencia del Estado para afrontar la 
problemática, no fueron parte de sus discursos ni 
tampoco de los objetivos periodísticos al afrontar 
el tema, preservando que el manejo que hicieron 
de la noticia fuera un elemento más de consumo, 
perdiendo el rumbo en los objetivos del periodis-
mo de orientar, educar y fiscalizar.

Para finalizar y generar una respuesta con-
creta a nuestra pregunta de investigación: ¿Cómo 
el periódico El Tiempo presentó la noticia del pro-
yecto de ley de cadena perpetua?, una vez anali-
zadas las categorías se estableció que el periódico 
El Tiempo, permitió posicionar el tema de cadena 
perpetua desde una óptica de la favorabilidad, 
mostrando mayoritariamente posturas de apoyo 
al referendo desde diversas perspectivas de los 
entrevistados y de los tipos de notas periodísticas.

Surge entonces un último cuestionamiento: 
¿el periódico El Tiempo desarrolló el cubrimien-
to a la noticia del cambio legislativo de la cadena 
perpetua con responsabilidad social, tal como lo 
planteó la comisión Hutchins citado por Lamber-
th (1992), de una prensa libre y responsable?

Para dar respuesta a esta pregunta de con-
clusión tomaron los cinco criterios propuestos por 
la comisión, a saber:

Una relación verídica, integral e inteligente de los 
acontecimientos del día en un contexto que les dé significa-
do: este elemento no se cumplió a cabalidad, pues 
el sesgo por compartir intereses con la propuesta 
y ser parte del comité promotor, hizo perder la 
integralidad y la presentación inteligente de los 
acontecimientos.

Un foro para el intercambio de comentarios y crí-
ticas: aunque, como se ha mencionado, el inter-
cambio se presentó, hubo un predominio de todos 

aquellos que apoyaron la propuesta legislativa, in-
cluso los pronunciamientos del presidente de la 
República, quien estaba en abierto desacuerdo, 
fueron mucho menores que el de su principal pro-
motora, Gilma Jiménez.

Cobertura de las opiniones, actitudes y condiciones 
de los grupos que constituyen la sociedad: si bien es cier-
to que se tuvo representación de los tres poderes 
del Estado, el ejecutivo, el legislativo y el judicial, 
así como de las víctimas sobrevivientes, es decir, 
los padres de los nna, en ningún momento se es-
cuchó la voz de los agresores, de expertos en el 
tema de intervención, de criminólogos o de la co-
munidad en general.

Un liderazgo editorial vigoroso, a través de la pre-
sentación y aclaración de las metas y valores de la sociedad: 
aunque la codirección del medio hizo parte del 
comité promotor, el diario de manera abierta no 
visualizó al lector su postura política ni social so-
bre el tema. 

Acceso total al cuerpo de conocimientos disponi-
bles hasta la fecha: este tal vez fue el aspecto del 
que más adoleció el medio. La información se 
presentó parcializada, con poca profundidad y 
sin dar posibilidades de asumir una posición ar-
gumentada al lector.

pRINCIpIO DEL FORMuLARIO
Una de las grandes conclusiones que se 

pueden extraer de esta investigación es que el pro-
yecto de ley de cadena perpetua para abusadores 
sexuales, en el diario El Tiempo, careció de fondo 
respecto a ampliar la visión en temas neurálgicos 
de la propuesta, como la política criminal o la in-
tervención a agresores sexuales.

Este análisis permitió, además de unos re-
sultados en el cubrimiento y manejo de la informa-
ción, determinar otros aspectos de igual relevancia 
que surgen desde el proceso de investigación.

Uno de los principales problemas del plan-
teamiento de la cadena perpetua fue que no logró ir 
más allá de una reflexión social. El diario El Tiempo 
abordó el tema como una alternativa para dismi-
nuir los niveles de vulnerabilidad de los nna. Sin 

La institución encargada 
de velar por los derechos de la 
infancia y la adolescencia, icbf, 
en cabeza de su directora Elvira 
Forero fue nombrada por el diario 
en cinco ocasiones, presentando 
más notoriedad otras instituciones, 
como la fgn y la pgn.
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embargo, es importante tener en cuenta que este 
cambio de legislación debió mirarse por el medio 
de comunicación desde otros ángulos que incluye-
ran el trabajo de prevención y resocialización no 
solo en las víctimas sino también en los victimarios.

Otra dificultad en el manejo de la informa-
ción se vio en la ausencia de investigación para 
establecer la eficacia de la medida frente a la cre-
ciente comisión de conductas delictivas, ya que no 
se pudo encontrar argumentos para determinar 
que la medida de aseguramiento sea una verda-
dera solución para reducir los delitos, aspecto que 
toma mayor importancia al relacionarlo con la 
participación de su codirector en la comisión pro-
motora del referendo.

Otra falencia mostrada al presentar el cu-
brimiento de la noticia fue la ausencia de pro-
nunciamiento del director del Instituto Nacional 
Penitenciario y Carcelario –inPEC–, respecto al 
colapso que puede darse en el sistema penal y 
penitenciario colombiano. Lo anterior, teniendo 
en cuenta que esta medida podría generar un 
mayor grado de hacinamiento en los estableci-
mientos carcelarios, ya que la primera exigencia 
de la modificación constitucional estaría relacio-
nada con el crecimiento de la población en los 
centros de reclusión. Lo anterior implica que las 
cárceles tendrían que estar en permanente esta-
do de ampliación y mejoramiento, algo que re-
quiere de un presupuesto que no existe y que no 
fue abordado en ningún momento por el medio 
de comunicación.

Además, el sistema penal muestra serias 
debilidades en la prevención del delito y en su 
persecución y juzgamiento, que se evidencia en 
los índices de impunidad y en la presencia de un 
procedimiento penal ineficaz que generan en la 
conciencia pública la sensación de que los inte-
reses de los menores son de una entidad menor 
y de poca importancia. Por ello, el beneficio que 
traería la aprobación de la cadena perpetua, aun-
que sea menor, está ligado a enviar un mensaje de 
reconocimiento de la importancia de los intereses 
superiores de las víctimas, que desemboca en una 
falacia en la medida que no se persiga con eficacia 
al delincuente y no se establezca un procedimien-
to de juzgamiento ágil.

Así las cosas, esta propuesta legislativa no 
solo falló, sino que dejó un vacío social respecto a 
la garantía de los derechos de los nna, dado que 
tal vez más importante que resguardar a los agre-
sores sexuales, es la intervención a las víctimas 
sobrevivientes de una agresión sexual, tema que 
nunca fue abordado ni por el periódico ni por los 
promotores del referendo pero tampoco por sus 
detractores.
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